
No 
FECHA 

FIJACION 
ESTADO 

JDO NI CONDENADO  DELITO FECHA DECISION 

1 27 1 32671 
MARIA EUGENIA TARAZONA 

SEPULVEDA 
FRAUDE PROCESAL 15-12-23 NEGAR LIBERTAD CPONDICIONAL 

2 27 5 9578 ALEXANDER DUARTE LEGUIZAMON 
TRAFICO, FABRICACION , PORTEDE ARMAS DE FUEGO 

O MUNICIONES 
19-12-23 NIEGA SOLICITUD DE LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA 

3 27 6 9611 MIGUEL ANGEL BELTRAN GIRALDO  HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO  19-12-23 CONCEDE LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA  

4 27 6 12236 CLAUDIA MILENA ROJAS SUAREZ  
TRAFICO, FABRICACION, O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES  
18-12-23 CONCEDE LIBERTAD CONDICIONAL  

5 27 1 37140 WILMER JOSE GOEZ QUINTERO ACTO EXUAL CON MENOR DE 14 AÑOS 07-12-23 CONCEDE REDENCION DE PENA 

6 27 6 39194 DIEGO ALEXIS RUEDA CABALLERO  HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO  05-12-23 LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA  

7 27 6 9637 RAUL ROMERO RAMIREZ  PORETE DE ESTUPEFACIENTES  06-12-23 REDENCION DE PENA . NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL  

8 27 6 12583 CARLOS MAURICIO VARGAS  EXTORSION AGRAVADA EN TENTATIVA Y OTRO 15-12-23 NO CONCEDE PRISION DOMICILIARIA  

9 27 6 9637 RAUL ROMERO RAMIREZ  CONCIERTO PARA DELINQUIR Y OTROS 06-12-23 REDENCION DE PENA - NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL  

10 27 3 31681 DUHAN GONZALEZ DÍAZ 
FABRICACIÓN, TRAFICO, PORTE O TENENCIAR DE 

ARMAS DE FUEGO 
17-11-23 EXTINGUE PENA PRINCIPAL Y ACCESORA 

11 27 3 36524 JHON JAIRO JAIMES SÁNCHEZ HURTO CALIFICADO 24-11-23 REDIME PENA 

12 27 3 33635 LUIS ALEJANDRO USUGA BECERRA ACCESO CARNAL VIOLENTO AGRAVADO 24-11-23 REDIME PENA 

13 27 4 29058 OLIVER ANTONIO PINTO SANTOS EXTORSION AGRAVADA EN TENTATIVA Y OTRO 29-11-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

14 27 4 20166 JEFFERSON JAVIER CARDENAS NIÑO FRAUDE A RESOLUCION JUDICIAL O ADTIVA 30-11-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

15 27 4 20264 JANER CASELLES PEDROZO FRAUDE A RESOLUCION JUDICIAL O ADTIVA 29-11-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

16 27 4 22445 FREDY GONZAGA CAMACHO MONTOYA LESIONES PERSONALES CULPOSAS 29-11-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA POR MUERTE 

17 27 4 10427 CARLOS ARTURO RODRIGUEZ ACCESO CARNSAL VIOLENTO Y OTRO 29-11-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

 

































https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download








https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


https://v3.camscanner.com/user/download


   

1 
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 
Bucaramanga, veint inueve (29) de noviembre de dos mil veint itrés (2023)  

                                                   
ASUNTO EXTINCIÓN DE LA PENA  POR PRESCRIPCION  

RADICADO NI  10427 CUI  68001-3104 -001-
2000-00149 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO (A)  CARLOS ARTURO RODRÍGUEZ  CEDULA 91.352.914  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN 

 

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

 

B IEN JURÍDICO  CONTRA LA LIBERTAD Y EL PUDOR SEXUAL  

LEY 600 DE 2000  X  906 DE 2004   1826 DE 2017   

 
 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver de of ic io sobre la ext inción de la sanción 

penal por prescr ipción impuesta en contra del sentenciado CARLOS 

ARTURO RODRIGUEZ, dentro del asunto de la referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Despacho vigila a CARLOS ARTURO RODRÍGUEZ  la pena acumulada 

de 14 años de pris ión, impuesta mediante auto del 18 de noviembre de 2002, 

respecto de las sentencias condenator ias proferida s el 12 de diciembre de 

2000 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Bucaramanga por el del ito 

de acceso carnal violento, acto sexual violento, hurto calif icado y agravado 

y la del 12 de agosto de 2002 del Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de 

Piedecuesta por el del ito de hurto calif icado. En sentencia fue condenado al 

pago de perjuic ios materiales y morales en favor de las víct imas.  

 

El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Cúcuta en providencia del 25 de septiembre de 2007 le concedió la l ibertad 

condicional por un periodo de prueba de 65 meses y 2 días,  para lo cual el 

sentenciado suscr ibió di l igencia de compromiso el 25 de septiembre de 

2007, comprometiéndose a las obl igaciones descritas, entre el las, reparar 

los daños ocasionados con el del ito, a menos que se demuestre que está en 

imposibi l idad económica de hacer lo y observar buena conducta.    

 

El art ículo 67 del Código Penal indica que una vez trascurrido el período de 

prueba sin que el condenado incumpla las obl igaciones impuestas en 

di l igencia de compromiso, se declarará la l iberación def init iva de su 

condena.  

 

En el caso concreto se t iene que CARLOS ARTURO RODRIGUEZ fue 

sometido a un per iodo de prueba de 65 meses y 2 días y suscr ibió di l igencia 

de compromiso el 25 de sept iembre de 2007, razón por la cual es necesario 
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determinar si el sentenciado cumplió con las obl igaciones, previo a declara r 

la l iberación def init iva de la pena.  

 

Respecto a la obl igación de reparar los daños ocasionados con el del ito, en 

el caso bajo estudio no obra información de que el condenado haya 

cancelado los perjuic ios a los que fue condenado, así mismo, no obra 

información que las víct imas hubieran informado sobre su incumplimiento.  

 

Respecto de la obl igación de observar buena conducta, revisado el Sistema 

SISIPEC WEB se advirt ió que el procesado estuvo privado de la l ibertad 

desde el 21 de noviembre de 2008, en cal id ad de sindicado, sin embargo, 

no obra información que se haya proferido sentencia condenatoria.  

  

1. DE LA PRESCRIPCIÓN DE LA PENA 

 

Conforme lo previsto en el art ículo 89 de la Ley 599 de 2000, el término de 

prescripción de la sanción penal está regulado de la siguiente manera: “La 

pena privat iva de la l ibertad, salvo lo previsto en tratados internacionales 

debidamente incorporados al ordenamiento jurídico, prescr ibe en el término 

f i jado para el la en la sentencia o en el que falte por ejecutar, pero en ningún 

caso podrá ser infer ior a cinco años contados a part ir  de la ejecutoria de la 

correspondiente sentencia.  La pena no privat iva de  la l ibertad prescr ibe en 

cinco (5) años. ” 

 

En este caso el l ímite temporal que, en principio tenía el Estado para hacer 

efect ivo el cumplimiento de la condena impuesta a CARLOS ARTURO 

RODRÍGUEZ, emit ida el 12 de dic iembre de 2000 por el Juzgado Pr imero 

Penal del Circuito de Bucaramanga, correspondería al término de 14 años, 

que contado a part ir  de la fecha de ejecutoria de la sentencia habría tenido 

f inal ización el 26 de febrero de 2015.  

 

Sin embargo, el 28 de enero de 2000 se interrumpió dicho término de 

prescripción, conforme lo previsto en el art ículo 90 del Código Penal, 

comoquiera que el sentenciado se puso a disposición de este proceso para 

el cumplimiento de la sentencia proferida en su contra, para lo cual estuvo 

privado de la l ibertad en establec imiento carcelar io hasta el 25 de 

septiembre de 2007, fecha en la cual el Juzgado Pr imero de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad de Cúcuta le concedió la l ibertad condicional,  

la cual se hizo efect iva mediante boleta de l ibertad N° 164, en razón de lo 

cual se suspendió la ejecución de pena por un per iodo de prueba de 65 

meses y 2 días.  

 

Frente a la interrupción del término de prescripción durante el periodo de 

prueba al que se ve sometido el sentenciado por habérsele concedido un 

subrogado de la pena,  se sigue el cr iter io jur isprudencial decantado por la 

Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela:   

 

“Ahora bien, en lo atinente a la interrupción del término de la prescripción a raíz de la concesión 

de subrogados penales, esta corporación judicial en sentencia de tutela del 27 de agosto de 

2013, Rad. 66429, indicó que: 
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5. Interrupción del término de prescripción por aplicación del subrogado de suspensión 

condicional de la ejecución de la pena privativa de la libertad.  

 

Debe tomarse en cuenta que, a diferencia del fenómeno de la prescripción debido a la 

insubordinación, manifestada por medio de la evasión a la acción de la autoridad, con los 

subrogados penales se otorga una libertad concedida legítimamente. El condenado, al aceptar 

la suscripción del acta de compromiso y mientras esté acatando las obligaciones impuestas, 

está dando cumplimiento a la sentencia y permanece sujeto a la vigilancia del juez de 

ejecución; por tanto, en ese lapso el término de prescripción de la pena permanece 

suspendido. Dada la función de vigilancia de la pena y a su eventual revocatoria, las 

autoridades no han perdido el dominio de la situación.  (…) 

 

De igual forma, desarrolló la forma y el momento a partir del cual se debe contabilizar el 

término de prescripción de la pena frente a los casos en que surten efectos jurídicos los 

subrogados penales, precisando lo siguiente: 

 

6. Momento a partir del cual se debe contabilizar el término de la prescripción de la 

pena.   

 

[…] La autoridad judicial accionada tenía tres posibilidades a partir de la cual empezar a contar 

el término de la prescripción: a) El incumplimiento de la obligación del pago de los perjuicios 

decretada en la sentencia, b) La terminación del período de prueba incumplido, y c) La fecha 

de la ejecutoria de la providencia en la que se declaró el incumplimiento. 

 

[…] El equívoco es patente, debido a que la autoridad judicial confundió la providencia que 

declara el incumplimiento con el hecho mismo que lo motivó. El juez de ejecución de la pena 

puede tomarse un tiempo razonable para revocar el subrogado, por el incumplimiento de 

obligaciones ocurridos en ese lapso, siendo relevante determinar el momento en que se 

incumplieron las obligaciones, pues a partir de esa fecha se imponía el deber del Estado, por 

intermedio del funcionario judicial, de asumir el control de la ejecución de la pena y ordenar la 

aprehensión del condenado en virtud de la sentencia condenatoria.  

 

Sólo en el caso de que no sea posible determinar la fecha del incumplimiento, que dio lugar a 

la revocatoria deberá tomarse el día de finalización del período de prueba como el momento 

desde el cual empieza a contabilizarse la prescripción de la pena.”  

 

Al tenor de los anteriores lineamientos jurídicos, resulta dable concluir que en el evento de 

haberse concedido el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena de 

prisión, y el condenado previo a vencerse el término prescriptivo se presenta y firma el 

compromiso, es decir se empieza a efectivizar la sentencia, e incluso se somete a un período 

de prueba, resulta de sana lógica señalar que en tales situaciones el Estado no desatendió su 

obligación punitiva y en tal medida no puede abstenerse de cumplir la sanción, toda vez que 

el término transcurrió con solución de continuidad, resultando así inoponible la prescripción de 

la pena, pues el condenado no se abstiene de materializar la sanción impuesta. (…) 

 

Igualmente, se tiene que el término prescriptivo de la sanción penal, respecto de los 

sustitutos penales, se cuenta desde el momento en que se incumplió alguna de las 

obligaciones impuestas para la concesión del mismo, siempre que hubiese sido 

determinado por la autoridad judicial, o en su defecto, ante la imposibilidad de precisar 

la fecha del hecho incumplido, debe tomarse como parámetro de contabilización el día 

de finalización del periodo de prueba.  

 

Así las cosas, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá mediante 

decisión del 6 de diciembre de 2019 confirmó en sede de segunda instancia la determinación 

de negar la declaratoria de la prescripción de la pena impuesta a la aquí accionante, siendo 

estos sus argumentos: 
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3.4. En este caso, a Castro Hernández se le condenó el 28 de noviembre de 2013 y se le 

concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena. La decisión quedó ejecutoriada 

el mismo día. 

 

La sentenciada suscribió diligencia de compromiso el 25 de febrero de 2014…El periodo de 

prueba se fijó en dicha acta en 27 meses y 10 días de prisión, o lo que es lo mismo, 2 años, 3 

meses y 10 días, es decir que finalizaba el 6 de junio de 2016. 

 

Por otro lado, el 27 de agosto de 2015 con ocasión al trámite del incidente de reparación 

integral a Castro Hernández se la condenó al pago de $426.104.176.21 por concepto de 

perjuicios materiales a favor de la víctima. 

 

El 17 de octubre de 2018, estando vigente la pena y sin que Castro Hernández diera 

cumplimiento a una de las obligaciones que le fue impuesta, como fue la de reparar los daños 

ocasionados con el delito, el a quo revocó el sustituto, momento en el cual se materializó el 

incumplimiento de la obligación, y sin que la penada demostrara incapacidad de pago. 

 

Como la condena en perjuicios se profirió dentro de los 2 años del periodo de prueba -27 de 

agosto de 2015- sin que fueran cancelados, acertadamente el juez de ejecución de penas el 

17 de octubre de 2018 le revocó la suspensión condicional de la pena, decisión que confirmó 

el 3 de septiembre del mismo año el Juzgado 9º Penal del Circuito de Bogotá, y la cual, se 

insiste, se tomó estando vigente la pena, ya que, el término de prescripción sólo comenzó a 

correr el 6 de junio de 2016. 

 

[…] Así las cosas, la contabilización que del término de prescripción realizó el apelante es 

errada, pues éste no es igual a la pena de prisión impuesta, que en este caso es de 27.33 

meses, máxime que a Castro Hernández se le concedió la suspensión condicional de la 

ejecución de la pena, por lo que teniendo en cuenta los dispuesto en el artículo 89 del CP, y 

que los dos años del periodo de prueba finalizaron el 6 de junio de 2016, los 5 años se 

cumplirían el 6 del mismo mes del 2021.   

 

Bajo tales derroteros jurídicos, observa la Sala que las autoridades judiciales en manera 

alguna tomaron como parámetro para negar la prescripción de la pena la ejecutoria de la 

providencia que revocó el subrogado penal de suspensión condicional de ejecución de la 

sanción penal, contrario erradamente pretende hacerlo prevalecer el accionante, antes bien, 

con claridad se advierte que el presupuesto de inicio para contabilizar el término prescriptivo 

fue la finalización del periodo de prueba, ante la indeterminación del plazo para el 

cumplimiento de la obligación reparativa impuesta.  

 

Además que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 89 del Código Penal la prescripción de la 

pena privativa de la libertad en ningún caso podrá ser inferior a cinco años, reiterándose que, 

dentro de tal lapso no se puede incluir el periodo de prueba del subrogado penal pues 

refulge en lógica que si la pena se está ejecutando entonces no está prescribiendo, y 

viceversa, si la pena no se está ejecutando entonces está prescribiendo.1” (Negrilla y 

subrayado fuera del texto original) 

 

Lo anter ior quiere indicar que desde la fecha del 27 de febrero de 2013 –

fecha en la cual terminó el per iodo de prueba -, el Estado debió haber 

adelantado los trámites necesarios para proceder a revocar el subrogado 

penal otorgado y no lo ha hecho al día de hoy, momento este últ imo a part ir  

de la cual se reanudó el término prescript ivo, puesto que, se itera le 

correspondía al  Juzgado entrar a verif icar el cumplimiento de los 

                                                           
1 Sentencia de tutela del 25 de febrero de 2020. STP1980 –2020, radicado: 109339, M.P. José 
Francisco Acuña Vizcaya. 
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compromisos adquir idos por el sentenciado con ocasión del subrogado y 

asumir el control de la ejecución de la pena, conforme lo previsto en los 

art ículos 66 y 67 del Estatuto Punit ivo, que señalan si el co ndenado 

incumple cualquiera de las obligaciones que le fueron impuestas en la 

di l igencia de compromiso durante el periodo de prueba, se procederá a 

revocar el subrogado y ejecutar de manera inmediata la sentencia, o por lo 

contrario, de constatar que observó los compromisos al l í adquir idos, se 

procederá a ext inguir la sanción impuesta.  

 

En ese sentido, se advierte que  durante la ejecución del per iodo de prueba 

el cual f inal izó el 27 de febrero de 2013, se ha reanudado el término de 

prescripción de la pena que corresponde a 65 meses y 2 días, pena que le 

faltaba por ejecutar ,  el Estado contaba como plazo máximo hasta el  29 de 

julio de 2018  para que -obrando constancia del incumplimiento de las 

obl igaciones por parte del sentenciado frente a la comisión de un nuevo 

hecho punible o el no pago de los perjuic ios , procediera a revocar el 

subrogado y ejecutar la sentencia, s in que a la fecha se haya resuelto de 

fondo dicho trámite,  di lación u omisión que no puede ser soportada por el 

condenado indef inidamente ni dar lugar a una extensión del término ext int ivo 

previsto en la norma, pues dicha excepción sólo opera para del itos en contra 

de los Derechos Humanos o del Derecho Internacional Humanitar io.  

 

En consecuencia, se decretará la ext inción de la sanción penal co nforme lo 

previsto en el art ículo 88 del Código Penal, toda vez que opera el fenómeno 

de prescr ipción de la sanción en favor del sentenciado.  

 

Se ordenará levantar cualquier compromiso o medida real o personal que le 

haya sido impuesta con ocasión de este asunto y la cancelación de cualquier 

requerimiento que tuviese por razón de este proceso . 

 

Comuníquese esta decisión a las mismas autoridades que se les informó de 

la sentencia, conforme lo dispuesto en el art ículo 476 del C.P.P.  

 

Devuélvase el expediente al Juzgado Primero Penal del Circuito de 

Bucaramanga, para archivo def init ivo.  

 

2. OTRAS DETERMINACIONES 

 

El Despacho se abst iene de continuar con el trámite de revocatorio iniciado 

mediante auto del 7 de marzo de 2023, por sustracción de materia.  

 

Respecto del numeral 2, no procede recurso alguno.  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  
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RESUELVE 

 

PRIMERO. -   DECRETAR la EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL POR 

PRESCRIPCIÓN en favor del sentenciado CARLOS ARTURO RODRÍGUEZ, 

identif icado con cédula de ciudadanía No.  91.352.914, conforme lo expuesto 

en la parte motiva de la providencia.  

 

SEGUNDO.-    LEVANTAR  cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impuesta al sentenciado con ocasión de este 

asunto y cancelar cualquier requerimiento que tuviese por razón de este 

proceso.  

 

TERCERO.-    COMUNICAR esta decisión a las mismas autoridades que 

se les informó de la sentencia, conforme lo dispuesto en el ar t ículo 476 del 

C.P.P 

 

CUARTO.-      Notif íquese esta decisión a la Dra. Judy Smith Chacón 

Barajas, Defensora Públ ica a través del correo electrónico 

jchacon@defensor ia.edu.co.  

 

QUINTO.-       Se abstiene de continuar con el trámite de revocator ia 

inic iado mediante auto del 7 de marzo de 2023.  

 

SEXTO.-       Devuélvase el expediente al Juzgado Primero Penal del 

Circuito de Bucaramanga,  para archivo def init ivo.  

 

SÉPTIMO.-       Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO 

Juez 

 

 
I rene C.  

mailto:jchacon@defensoria.edu.co


   
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, treinta (30) de noviembre de dos mil veint itrés (2023)  

 

CONSTANCIA:  Al Despacho de la Señora Juez,  informe que revisado e l  Sis tema 

Just ic ia XXI y e l  SISIPEC, no se encontró reporte negat ivo que indique e l  

incumplimiento de los  compromisos adquir idos en la d i l igenc ia de compromiso. 

As imismo, se real iza consulta en la Resoluc ión N° DESAJBUGCC22-6164 s in que 

se encuentre registro de embargo del t í tu lo judic ia l.  Para lo que est ime proveer .    

  

 

IRENE CABRERA GARCÍA 

Sustanc iadora  
 

                                          

ASUNTO EXTINCIÓN DE LA PENA  

RADICADO NI  20166 CUI  68001-6000 -
159-2015 -02432 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO 
(A)  

JEFFERSSON JAVIER CAÑAS 
NIÑO 
 

CEDULA 1.102.365.004  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN 

 EN LIBERTAD   

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

 

B IEN JURIDICO:   CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA  

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver de of icio la ext inción de la pena impuesta a 

JEFFERSSON JAVIER CAÑAS NIÑO, dentro del proceso de la referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigila a JEFFERSSON JAVIER CAÑAS NIÑO la pena de 6 

meses de prisión y multa de 2.5 SMLMV, impuesta mediante sentencia 

condenator ia proferida el 8 de noviembre de 2016 por el Juzgado Sexto 

Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Bucaramanga , como 

responsable del deli to de f raude a resolución judicial o administrat iva de 

pol icía.  

 

En el fallo le fue concedida la suspensión condicional de la ejecución de la 

pena, previa suscr ipción de di l igencia de compromiso con caución prendar ia 

equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente, la cual se prestó a 

través de póliza judicial ,  por un periodo de prueba de dos años, di l igencia 

que suscribió el 29 de dic iembre de 2017. 
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DE LA EXTINCIÓN DE LA PENA  

 

Conforme lo previsto en los art ículos 66 y 67 del  Código Penal, s i durante 

el período de prueba el condenado incumple cualquiera de las obl igaciones 

que le fueron impuestas en la di l igencia de compromiso f irmada al momento 

de conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la 

l ibertad condicional,  el Juez que vigi la la condena procederá a revocar el 

subrogado y ejecutar de manera inmediata la sentencia, o de lo contrar io, 

de constatar que observó los compromisos al l í adquir idos, procederá a 

ext inguir de manera def init iva la condena mediant e resolución judicial que 

así lo determine.  

 

A efectos de declarar que ha operado el fenómeno de ext inción de la sanción 

impuesta, previamente el funcionar io judicial debe ver if icar que se han 

cumplido las obl igaciones previstas en el art ículo 65 del Códig o Penal a las 

que se encuentra sometido durante el término del periodo de prueba.  

 

En ese sentido, se advierte que al sentenciado le fue otorgada la suspensión 

condicional,  quedando somet ido a las obl igaciones previstas en el art ículo 

65 del Código Penal,  durante un per iodo de prueba de 2 años, conforme la 

di l igencia de compromiso suscrita el 29 de dic iembre de 2017 , que culminó 

el 29 de dic iembre de 2019. 

 

Sin que obre reporte negativo en el expediente, el s istema JUSTICIA XXI o 

en el SISIPEC WEB que indique el incumplimiento de los compromisos al l í 

adquir idos.   Asimismo, se advierte que no existe constancia de haber sido 

condenado al pago de perjuicios , atendiendo la conducta por la que fue 

condenado.  

 

De esa manera, culminado el per iodo de prueba se concluye que el 

condenado observó los compromisos adquir idos con la administración de 

just ic ia por cuenta de este asunto. En consecuencia, se decretará la 

ext inción de la sanción penal al sentenciado, conforme lo previsto en el 

art ículo 67 del Código Penal.  

 

De igual forma, se declara legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

Comuníquese la decisión a las autor idades de que tr ata el ar t ículo 476 del 

C.P.P.   

 

Asimismo, se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.   

 

Una vez ejecutor iada la decisión, remítase el expediente al Centro de 

Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Bucaramanga , para 

archivo def init ivo.  
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Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-  DECRETAR la EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL en  

favor del sentenciado JEFFERSSON JAVIER CAÑAS NIÑO, identif icado con 

cédula de ciudadanía No. 1.102.365.004, en virtud de la sentencia 

condenator ia proferida el 8 de noviembre de 2016 por el Juzgado Sexto 

Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento  de Bucaramanga, como 

responsable del deli to de f raude a resolución judicial o administrat iva de 

pol icía, a la pena de 6 meses de pr is ión.  

 

SEGUNDO.- DECLARAR legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código Penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil  y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

TERCERO.-  COMUNICAR esta decisión a las mismas autor idades que 

se les informó de la sentencia, conforme lo dispuesto  en el ar t ículo 476 del 

C.P.P 

 

CUARTO.-    Se ordena levantar cualquier compromiso o medida real 

o personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.    

    

QUINTO.-  Una vez ejecutor iada la decis ión, remítase el expediente 

al  Centro de Servic ios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de 

Bucaramanga, para archivo def init ivo.  

 

SEXTO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO  

JUEZ 

 
Irene C.  



   
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, veint inueve (29) de noviembre de dos mil veint itrés (2023)  

 

CONSTANCIA:  Al Despacho de la Señora Juez,  informe que revisado e l  Sis tema 

Just ic ia XXI y e l  SISIPEC, no se encontró reporte negat ivo que indique e l  

incumplimiento de los  compromisos adquir idos en la d i l igenc ia de compromiso. 

As imismo, se real iza  consulta en la Resoluc i ón N° DESAJBUGCC22-6164 y 

DESAJBUGCC23-1020, s in que se encuentre regis tro de embargo del  t í tu lo 

judic ial .  Para lo que est ime proveer .    

  

 

IRENE CABRERA GARCÍA 

Sustanc iadora  
 

                                          

ASUNTO EXTINCIÓN DE LA PENA  

RADICADO NI  20264 CUI  68001-6000 -
159-2015 -02340 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO 
(A)  

JANER CASELLES PEDROZO  
 

CEDULA 12.524.276  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN 

 EN LIBERTAD   

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

 

B IEN JURIDICO:   CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA  

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver de of icio la ext inción de la pena impuesta a 

JANER CASELLES PEDROZO, dentro del proceso de la referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigi la a JANER CASELLES PEDROZO la pena de 8 meses de 

pris ión, impuesta mediante sentencia condenator ia proferida el 1° de marzo 

de 2018 por el Juzgado Décimo Penal del Circuito con Funciones de 

Conocimiento de Bucaramanga, como responsable del del ito de f raude a 

resolución judicial o administrat iva de pol icía.  

 

En el fallo le fue concedida la suspensión condicional de la ejecución de la 

pena, previa suscr ipción de di l igencia de compromiso con caución prendar ia 

equivalente a medio salario mínimo legal mensual vigente, la cual se prestó 

a través de póliza judicial ,  por un per iodo de prueba de dos años, di l igencia 

que suscribió el 9 de octubre de 2018. 

 



 

 

 

 

DE LA EXTINCIÓN DE LA PENA  

 

Conforme lo previsto en los art ículos 66 y 67 del Código Penal, s i durante 

el período de prueba el condenado incumple cualquiera de las obl igaciones 

que le fueron impuestas en la di l igencia de compromiso f irmada al momento 

de conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la 

l ibertad condicional,  el Juez que vigi la la condena procederá a revocar el 

subrogado y ejecutar de manera inmediata la sentencia, o de lo contrar io, 

de constatar que observó los compromisos al l í adquir idos, procederá a 

ext inguir de manera def init iva la condena mediante resolución judicial que 

así lo determine. 

 

A efectos de declarar que ha operado el fenómeno de ext inción de la sanción 

impuesta, previamente el funcionar io judicial debe ver if icar que se han 

cumplido las obl igaciones previstas en el art ículo 65 del Código Penal a las 

que se encuentra sometido durante el término del periodo de prueba.  

 

En ese sentido, se advierte que al sentenciado le fue otorgada la suspensión 

condicional,  quedando somet ido a las obl igaciones previstas en el art ículo 

65 del Código Penal, durante un per iodo de prueba de 2 años, conforme la 

di l igencia de compromiso suscrita el 9 de octubre de 2018, que culminó el 9 

de octubre de 2020. 

 

Sin que obre reporte negativo en el expediente, el s istema JUSTICIA XXI o 

en el SISIPEC WEB que indique el incumplimiento de los compromisos al l í 

adquir idos.   Asimismo, se advierte que no existe constancia de haber sido 

condenado al pago de perjuicios , atendiendo la conducta por la que fue 

condenado.  

 

De esa manera, culminado el per iodo de prueba se concluye que el 

condenado observó los compromisos  adquir idos con la administración de 

just ic ia por cuenta de este asunto. En consecuencia, se decretará la 

ext inción de la sanción penal al sentenciado, conforme lo previsto en el 

art ículo 67 del Código Penal.  

 

De igual forma, se declara legalmente cumplida  la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

Comuníquese la decisión a las autor idades de que tr ata el ar t ículo 476 del 

C.P.P.   

 

Asimismo, se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.   

 



 

 

Una vez ejecutor iada la decisión, remítase el expediente al Centro de 

Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Bucaramanga , para 

archivo def init ivo.  

 

Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-  DECRETAR la EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL en  

favor del sentenciado JANER CASELLES PEDROZO, identif icado con 

cédula de ciudadanía No. 12.524.276, en virtud de la sentencia 

condenator ia proferida el 1° de marzo de 2018 por el Juzgado Décimo Penal 

del Circuito con Funciones de Conocimiento  de Bucaramanga, como 

responsable del deli to de f raude a resolución judicial o administrat iva de 

pol icía, a la pena de 8 meses de pr is ión.  

 

SEGUNDO.- DECLARAR legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código Penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil  y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

TERCERO.-  COMUNICAR esta decisión a las mismas autor idades que 

se les informó de la sentencia, conforme lo dispuesto en el ar t ículo 476 del 

C.P.P 

 

CUARTO.-    Se ordena levantar cualquier compromiso o medida real 

o personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.    

    

QUINTO.-  Una vez ejecutor iada la decis ión, remítase el expediente 

al  Centro de Servic ios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de 

Bucaramanga, para archivo def init ivo.  

 

SEXTO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
ILEANA DUARTE PULIDO  

JUEZ 

 
Irene C.  
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JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, veint inueve (29) de noviembre  de dos mil veint itrés (2023)  

                                                   

ASUNTO EXTINCIÓN DE LA PENA POR MUERTE  

RADICADO NI  22445  CUI  68081-6000 -

135-2011 -00589 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO (A)  FREDY GONZAGA CAMACHO 

MONTOYA 

CEDULA 94.300.352  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA  

 

B IEN JURÍDICO  PORTE DE ARMAS 

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   600 DE 2000   

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver sobre la sol ic itud de ext inción de la condena 

impuesta a FREDY GONZAGA CAMACHO MONTOYA, dentro del proceso de 

la referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigila a FREDY GONZAGA CAMACHO MONTOYA la pena de 

11 meses de pr is ión,  multa equivalente a 7 SMLMV y 16 meses de privación 

del derecho a conducir vehículos automotores y motocicletas como 

responsable del delito de lesiones per sonales culposas,  impuesta en 

segunda instancia por el Tribunal Superior de Bucaramanga, Sala de 

Decisión Penal, de fecha 5 de dic iembre de 2016 mediante la cual revocó la 

sentencia absolutor ia proferida el 16 de septiembre de 2016 por el Juzgado 

Tercero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de 

Barrancabermeja.  Al sentenciado le fue concedida la suspensión 

condicional de la ejecución de la pena.  

 

El pasado 2 de marzo y 7 de septiembre se recibe memorial suscrito por el 

apoderado, Dr. Rodrigo Bastidas Quintero, al legando copia del Registro 

Civi l de Defunción Indicativo Serial 10529510, por muerte del sentenciado 

el 13 de jul io de 2021.  

 

1.  DE LA EXTINCIÓN DE LA PENA POR MUERTE DEL SENTENCIADO  

 

Una vez impuesta la sanción pueden sobrevenir factores que la ext ingan, 

como es el caso consagrado en el art ículo 88 del Código Penal cuyo numeral 

1º prescribe que la muerte del condenado extingue la condena.  

 



 

 

La Registraduría Nacional del Estado Civi l emite el Registro Civi l de 

Defunción con Indicativo Serial  N° 10529510, inscr ito el 15 de jul io de 2021 

a nombre de FREDY GONZAGA CAMACHO MONTOYA, identificado con 

C.C. No. 94.300.352,  por medio del cual se acredita que el sentenciado 

falleció el 13 de jul io de 2021 en la ciudad de Cal i,  Val le del Cauca, con 

número de cert if icado de defunción 727777585, igualmente al resultar la 

consulta en la página Of icial de la entidad registra como novedad que el 

NUIP 94300352 se encuentra cancelada por muerte, resultando evidente que 

frente a la prueba documental incorporada se impone la ext inción de la pena 

impuesta al hoy occiso, ya que desaparece la posibi l idad de ejecutar la 

sanción penal.  

 

En consecuencia, esta decisión deberá comunicarse a las autoridades de 

que trata el art ículo 476 del C.P.P. vigente.    

 

Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO .-   DECLARAR la ext inción de la pena impuesta a  FREDY 

GONZAGA CAMACHO MONTOYA, quien en vida se identificaba con la 

cédula de ciudadanía número 94.300.352, por MUERTE, respecto de la 

sentencia  proferida en segunda instancia por el Tribunal Super ior de 

Bucaramanga, Sala de Decisión Penal, de fecha 5 de diciembre de 2016 

impuesta a la pena de 11 meses de pr isión,  multa equivalente a 7 SMLMV y 

16 meses de pr ivación del derecho a conducir vehículos automotores y 

motocicletas, como responsable del del ito de lesiones personales culposas,  

la cual revocó la sentencia absolutoria proferida el 16 de septiembre de 2016 

por el Juzgado Tercero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de 

Barrancabermeja.  

 

SEGUNDO:  LÍBRENSE  los of icios correspondientes, de conformidad 

con lo dispuesto por el art.  476 del C.P.P. vigente.  

 

TERCERO:   Comuníquese esta decisión a la Ofic ina de Cobro 

Coact ivo del Consejo Seccional de la Judicatura de Santander.  

 

CUARTO:    Contra esta providencia proceden los recursos de 

reposición y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

ILEANA DUARTE PULIDO  

JUEZ  
Irene C.  
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Al Despacho de la Señora Juez, informe que revisado el Sistema Justicia XXI y el SISIPEC, no se 
encontró reporte negativo que indique el incumplimiento de los compromisos adquiridos en la 
diligencia de compromiso. Asimismo, se realiza consulta en la Resolución No. DESAJBUGCC23-
1020 y DESAJBUGCC22-6164 sin que se encuentre registro de embargo del título judicial. Para lo 
que estime proveer. 

 
IRENE CABRERA GARCÍA 

Sustanciadora 

 
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 
Bucaramanga, veint inueve (29) de noviembre de dos mil veint itrés (2023)  

                                                   

ASUNTO EXTINCIÓN DE LA PENA  

RADICADO NI  29058 CUI  68432-6001 -282-
2015-00001-00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO (A)  OLIVER ANTONIO PINTO 
SANTOS 

CEDULA 1.094.369.618  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN 

EN LIBERTAD CONDICIONAL 

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

 

B IEN JURÍDICO  CONTRA EL PATRIMONIO ECONÓMICO  Y EL REGIMEN 
CONSTITUCIONAL  

LEY 600 DE 2000   906 DE 2004  X  1826 DE 2017   

 
 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver de of icio la ext inción de la pena impuesta a 

OLIVER ANTONIO PINTO SANTOS, dentro del proceso de la referencia .  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigi la a OLIVER ANTONIO PINTO SANTOS la pena impuesta 

mediante sentencia condenator ia proferida el 21 de septiembre de 2016 por 

el Juzgado Promiscuo del Circuito con Funciones de Conocimiento de 

Málaga, por los del itos de extorsión agravada en grado de tentat iva y 

rebelión, a la pena de 78 meses de prisión.  

 

Este Despacho mediante auto del 4 de octubre de 2018 le concedió la 

l ibertad condicional ,  previo pago de caución prendar ia por valor de  

$300.000 y suscr ipción de di l igencia de compromiso  por un periodo de 

prueba de 28 meses y 8 días, la cual suscribió el 18 de octubre de 2018.   

 

DE LA EXTINCIÓN Y LIBERACIÓN DEFINITIVA DE LA PENA 

 

Conforme lo previsto en los art ículos 66 y 67 del Código Penal, s i durante 

el período de prueba el condenado incumple cualquiera de las obl igaciones 

que le fueron impuestas en la di l igencia de compromiso f irmada al momento 

de conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la 

l ibertad condicional,  el Juez que vigi la la condena procederá a revocar el 

subrogado y ejecutar de manera inmediata la sentencia, o de lo contrar io, 
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de constatar que observó los compromisos al l í adquir idos, procederá a 

ext inguir de manera def init iva la condena mediante resolución judicial que 

así lo determine.  

 

A efectos de declarar que ha operado el fenómeno de ext inción de la sanción 

impuesta, previamente el funcionar io judicial debe ver if icar que se han 

cumplido las obl igaciones previstas en el art ículo 65 del Código Penal a las 

que se encuentra sometido durante el término del periodo de prueba.  

 

En ese sentido, se advierte que al sentenciado le fue otorgada la l ibertad 

condicional,  quedando somet ido a las obl igaciones previstas en el art ículo 

65 del Código Penal,  durante un per iodo de prueba de 28 meses y 8 días a 

part ir  del 18 de octubre de 2018, fecha en la que suscribió di l igencia de 

compromiso, periodo que culminó el 26 de febrero de 2021. 

 

Sin que obre reporte negativo en el expediente, el s istema JUSTICIA XXI o 

en el SISIPEC WEB que indique el incumplimiento de los compromisos al l í 

adquir idos. Asimismo, se advierte que no existe información que haya sido 

condenado por concepto de perjuicios , ni que las víct imas o interesados 

hubieran real izado las gestiones necesarias a f in de ser resarcidas.  

 

De esa manera, culminado el per iodo de prueba se concluye que el 

condenado observó los compromisos adquir idos con la admini stración de 

just ic ia por cuenta de este asunto. En consecuencia, se decretará la 

ext inción de la sanción penal al sentenciado, conforme lo previsto en el 

art ículo 67 del Código Penal.  

 

De igual forma, se declara legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

Comuníquese la decisión a las autor idades de que trata el ar t ículo 476 del 

C.P.P.  

 

Asimismo, se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impues ta con ocasión de este asunto.   

Devuélvanse las cauciones que hayan sido prestadas para garantizar el 

subrogado, debiendo of iciarse a los funcionar ios pert inentes si es del caso 

que su entrega deba hacerse por cuenta de otra autor idad .   

 

Una vez ejecutor iada la decisión, devuélvase el expediente para archivo 

def init ivo al Juzgado Promiscuo del Circuito de Málaga con Funciones de 

Conocimiento.  
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Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-  DECRETAR la EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL en 

favor del sentenciado OLIVER ANTONIO PINTO SANTOS, con cédula de 

ciudadanía N° 1.094.369.618, en virtud de la sentencia condenator ia 

proferida el 21 de septiembre de 2016 por el Juzgado Promiscuo del Circuito 

de Málaga con Función de Conocimiento , por el del ito de extorsión agravada 

en grado de tentat iva y rebelión, a la pena de 78 meses de prisión.   

 

SEGUNDO.-  DECLARAR legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

TERCERO.-  COMUNICAR esta decisión a las mismas autor idades que 

se les informó de la sentencia, conforme lo dispuesto en el ar t ículo 476 del 

C.P.P. 

 

CUARTO.-      Se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.  

Devuélvanse las cauciones que hayan sido prestadas para garantizar el 

subrogado, debiendo of iciarse a los funcionar ios pert inentes si es del caso 

que su entrega deba hacerse por cuenta de otra autor idad .   

 

QUINTO.-  Una vez ejecutoriada la decisión,  devuélvase el 

expediente para archivo def init ivo al Juzgado Promiscuo del Circuito de 

Málaga con Funciones de Conocimiento.  

 

SEXTO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ 

I rene C.  


